
 

 

OPINIÓN DE LA INSTITUCIÓN NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS Y DEFENSORÍA DEL PUEBLO SOBRE 
EL PROYECTO DE LEY DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES FRENTE A TODA 

FORMA DE VIOLENCIA. 

 

1. Presentación 

 

Este informe de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo (INDDHH), se  
funda en sus competencias legales de “Emitir opiniones, recomendaciones y propuestas sobre 
proyectos de ley o propuestas de reformas constitucionales relacionados con los derechos humanos” 
(Art. 4, lit. H) de la Ley N° 18.446) y fue elaborado a solicitud de la Comisión Especial de Población y 
Desarrollo de la Cámara de Representantes a propósito del proyecto de ley de protección integral de 
niñas, niños y adolescentes frente a toda forma de violencia. 

La Observación General N° 2 del Comité de Derechos del Niño, destaca que “Si bien tanto los adultos 
como los niños necesitan instituciones nacionales independientes para proteger sus derechos 
humanos, existen motivos adicionales para velar por que se preste especial atención al ejercicio de los 
derechos humanos de los niños. Estos motivos comprenden el hecho de que el estado de desarrollo de 
los niños los hace particularmente vulnerables a violaciones de los derechos humanos; rara vez se 
tienen en cuenta sus opiniones; la mayoría de los niños no tienen voto y no pueden asumir un papel 
significativo en el proceso político que determina la respuesta de los gobiernos ante el tema de los 
derechos humanos; los niños tropiezan con dificultades considerables para recurrir al sistema judicial a 
fin de que se protejan sus derechos o pedir reparación por las violaciones de sus derechos; y el acceso 
de los niños a las organizaciones que pueden proteger sus derechos generalmente es limitado”. 

Este informe recoge los estándares internacionales de derechos humanos, los insumos que la INDDHH 
ha producido en su práctica de defensa y protección de los derechos humanos y plantea opiniones 
sobre tres áreas clave del proyecto de ley: interinstitucionalidad, el principio de debida diligencia y las 
definiciones de violencia contenidas en el marco normativo nacional. 

El propósito es ofrecer un análisis transversal sobre los ejes prioritarios del proyecto, que no agota la 
multiplicidad de debates y aristas que la iniciativa instala. En virtud de sus competencias legales, la 
INDDHH reafirma su compromiso y queda a entera disposición del ámbito legislativo para ampliar o 
detallar el análisis sobre cualquier aspecto concreto de la norma que se estime pertinente. 

2. Introducción 

La Convención de sobre los derechos del niño (CDN) rompió con el modelo de corte tutelar que 
contemplaba a los niñas, niños y adolescentes como objetos de protección. El nuevo paradigma los 
reconoce como sujetos de derecho, esto implica obligaciones para los Estados, especialmente en 
cuanto a garantizar protecciones jurídicas y derechos específicos.  

En Uruguay, la protección integral de niñas, niños y adolescentes frente a todas las formas de violencia 
se encuentra regulada especialmente en el Código de la niñez y la adolescencia (CNA), la ley N° 17.815 
de violencia sexual contra niñas, niños y adolescentes, la ley N° 19.457 que introduce modificaciones al 



 

 

CNA y crea el Sistema Integral de Protección a la Infancia y Adolescencia contra la Violencia (SIPIAV), la 
Ley N° 19.580 Integral de violencia hacia las mujeres basada en género y la ley N° 19.643 de Prevención 
y combate a la trata de personas.  

La Ley Integral de violencia hacia las mujeres basada en género declara de orden público e interés 
general la erradicación de la violencia ejercida contra las mujeres y niñas, niños y adolescentes, siendo 
obligación del Estado actuar con la debida diligencia para dicho fin. Establece principios y derechos de 
niñas, niños y adolescentes, así como directrices para las políticas públicas específicas para esta 
población.  

El proyecto de ley en estudio retoma la integralidad de la normativa señalada y busca enmendar 
aspectos relacionados con la interinstitucionalidad, el deber de debida diligencia y otras formas de 
violencia. La INDDHH comparte la importancia de mejorar la respuesta estatal ante esta problemática 
nacional y resalta que en múltiples ocasiones ha señalado que el Estado uruguayo no logra garantizar 
una protección efectiva de los derechos de niñas, niños y adolescentes ante situaciones de violencia1.  

     Dentro de los principales aspectos de debilidad institucional señalados por la INDDHH se 
encuentra la dificultad de articulación interinstitucional, la falta de servicios de calidad y eficientes 
en los territorios, la detección tardía de las situaciones de violencia y la ausencia de mecanismos de 
reparación adecuados. Estos aspectos se concentran en general en prácticas institucionales y no 
necesariamente en debilidades del marco normativo.    

Para evaluar qué medidas se pueden tomar para abordar estas debilidades resulta fundamental la 
generación de información e indicadores de derechos humanos. El Comité de los Derechos del Niño 
recuerda a los Estados que la producción de información debe incluir datos estadísticos detallados y 
toda información que abarque las distintas esferas de garantías incluidas en la Convención referidas a 
todo el período de la infancia, de modo que sean útiles “para valorar los progresos realizados en la 
aplicación, para determinar los problemas existentes y para informar sobre toda la evolución de las 
políticas relativas a la infancia”. (CRC, 2003, OG N° 5: 12 y 482). 

 

 

 

 

 

 
1 Como ejemplo, véase el informe del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, disponible en: 
https://www.gub.uy/institucion-nacional-derechos-humanos-uruguay/comunicacion/publicaciones/panorama-
infancias-adolescencias-clave-regional-ninas-ninos-adolescentes, y la Resolución 1390/2024 de la Defensoría del 
Pueblo disponible en https://www.gub.uy/institucion-nacional-derechos-humanos-
uruguay/institucional/informacion-gestion/resoluciones/resolucion-n-13902024-vulneracion-recomendaciones  
2 Véase: 
https://docstore.ohchr.org/SelfServices/FilesHandler.ashx?enc=uCA1LE39LWpGA59zi1MJU3Z14izHo79xxYoNgtFQ
EjHTbvFtv89MuLvHATgvstepdYYnkEvT9JvOyA6k6H2msw%3D%3D  

https://www.gub.uy/institucion-nacional-derechos-humanos-uruguay/comunicacion/publicaciones/panorama-infancias-adolescencias-clave-regional-ninas-ninos-adolescentes
https://www.gub.uy/institucion-nacional-derechos-humanos-uruguay/comunicacion/publicaciones/panorama-infancias-adolescencias-clave-regional-ninas-ninos-adolescentes
https://www.gub.uy/institucion-nacional-derechos-humanos-uruguay/institucional/informacion-gestion/resoluciones/resolucion-n-13902024-vulneracion-recomendaciones
https://www.gub.uy/institucion-nacional-derechos-humanos-uruguay/institucional/informacion-gestion/resoluciones/resolucion-n-13902024-vulneracion-recomendaciones
https://docstore.ohchr.org/SelfServices/FilesHandler.ashx?enc=uCA1LE39LWpGA59zi1MJU3Z14izHo79xxYoNgtFQEjHTbvFtv89MuLvHATgvstepdYYnkEvT9JvOyA6k6H2msw%3D%3D
https://docstore.ohchr.org/SelfServices/FilesHandler.ashx?enc=uCA1LE39LWpGA59zi1MJU3Z14izHo79xxYoNgtFQEjHTbvFtv89MuLvHATgvstepdYYnkEvT9JvOyA6k6H2msw%3D%3D


 

 

3) Análisis del proyecto de ley 

Para analizar el proyecto de ley la INDDHH se centra en evaluar en que medida puede constituirse como 
una oportunidad de mejora para el desarrollo de las políticas públicas con foco en la prevención de la 
violencia hacia niñas, niños y adolescentes y mujeres. Para ello se abordarán tres ejes:  

a) Interinstitucionalidad, especialización y gobernanza  

b) El principio de prevención y la debida diligencia 

c) La inclusión de otras formas de violencia hacia mujeres, niñas, niños y adolescentes. 

a) Interinstitucionalidad, especialización y gobernanza 

La INDDHH recuerda que los derechos humanos son indivisibles e interdependientes, y en ese sentido, 
las políticas públicas de derechos humanos deben ser integrales y superar la lógica sectorialista. Desde 
el derecho internacional de los derechos humanos, la interinstitucionalidad constituye una condición 
de efectividad de los derechos, particularmente en contextos de violencia donde intervienen múltiples 
sectores (salud, educación, protección social, justicia y seguridad). Por ello, un proyecto de este tipo 
debe asegurar la actuación coordinada entre los distintos sectores y niveles de gobierno.  

En este sentido, la INDDHH señala que cualquiera sea el espacio institucional que se designe como 
encargado de la coordinación y evaluación de las políticas, debe prestarse especial atención a la 
definición y distribución clara de las competencias de cada instancia estatal interviniente y que el 
organismo coordinador cuente con los recursos y facultades necesarias para hacer efectivos los 
derechos que se pretenden garantizar.  Las designaciones de los diferentes organismos deberán 
garantizar una representación institucional y con posibilidades de rectoría interna superando las 
actuaciones fragmentadas intrainstitución.  

(…) La fragmentación entre los diferentes niveles de la administración del Estado y entre los distintos 
servicios sociales organizados, en muchos casos debido a deficiencias en la coordinación y falta de 
comunicación entre las agencias o por ausencia de políticas integrales y registros adecuados es 
identificado como un indicador de la debilidad de la capacidad estatal para hacer efectivos los derechos 
sociales”3 

Las Observaciones Generales del Comité de los Derechos del Niño Nº 5 y 13 establecen que los Estados 
deben asegurar una coordinación eficaz, permanente y verificable entre organismos, evitando la 
fragmentación y garantizando la continuidad de las intervenciones.  Este estándar exige articular dos 
dimensiones que, en la práctica, suelen entrar en tensión. La gobernanza, entendida como unidad de 
dirección, planificación y evaluación del sistema; y la especialización, necesaria para abordar 
fenómenos complejos como la violencia basada en género y generaciones, la trata de personas y la 
explotación sexual. Una arquitectura institucional adecuada no elimina la especialización, sino que la 
ordena dentro de un sistema coherente, evitando superposiciones, vacíos y circuitos paralelos. 

En el país coexisten múltiples espacios interinstitucionales que abarcan los derechos de niñas, niños y 
adolescentes. En primer lugar, corresponde señalar los espacios destinados a la coordinación general 
en esta materia, tales como el Gabinete de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia creado 

 
3  Véase: https://ippdh.mercosur.int/wp-content/uploads/2014/12/GanarDerechos_Lineamientos1.pdf    p 155 

https://ippdh.mercosur.int/wp-content/uploads/2014/12/GanarDerechos_Lineamientos1.pdf


 

 

recientemente y el Consejo Nacional Consultivo Honorario de los Derechos del Niño y Adolescente 
creado en el CNA. Mientras el primero cuenta con funciones relacionadas a definiciones estratégicas 
que incluyen el diseño, implementación y asignación de recursos para las políticas públicas, el segundo 
es de naturaleza consultiva. 

En segundo lugar, la interinstitucionalidad en materia de niñas, niños y adolescentes no puede 
analizarse de forma aislada, dado que muchas situaciones de violencia infantil se encuentran 
interrelacionadas con la violencia basada en género y la trata de personas.  

En materia de violencia basada en género, se cuenta con un consejo nacional de carácter 
interinstitucional, así como con comisiones departamentales encargadas de la implementación 
territorial. Este sistema tiene funciones de diseño y monitoreo de políticas públicas; articulación entre 
instituciones y supervisión del cumplimiento de planes nacionales.  

En materia de trata y explotación existe un consejo nacional que ejerce funciones de rectoría, 
coordinación y definición de estándares. Este sistema tiene como cometidos diseñar políticas públicas, 
coordinar acciones entre organismos, definir protocolos y modelos de intervención y articular con otros 
sistemas interinstitucionales.  

Las modificaciones que se realicen en los espacios interinstitucionales deben prever expresamente la 
necesidad de articular con otros ámbitos interinstitucionales, incluyendo los de infancia y violencia de 
género, lo que constituye un elemento clave para una gobernanza integrada. 

En tercer lugar, existen los espacios interinstitucionales destinados específicamente a abordar formas 
de violencia hacia niñas, niños y adolescentes. El comité especializado en explotación sexual de niñas, 
niños y adolescentes, orientado a la planificación de políticas y la articulación de actores relevantes, 
creado por decreto reglamentario y el SIPIAV, que incorpora una dimensión operativa a través de 
comités nacionales y locales. 

Este proceso ha permitido desarrollar capacidades técnicas relevantes y visibilizar problemáticas 
específicas. Sin embargo, también ha generado un entramado institucional caracterizado por la 
superposición de funciones de coordinación, fragmentación temática en subsistemas y una débil 
articulación entre niveles estratégicos y territoriales. En este sentido, el proyecto de ley introduce 
algunos elementos en relación a la interinstitucionalidad pero no soluciona, ni mejora la estructura 
institucional existente. 

El fortalecimiento de la interinstitucionalidad en Uruguay no requiere la creación de nuevos órganos, 
sino la reorganización funcional de los existentes bajo un modelo claro de gobernanza multinivel. Este 
modelo debe asegurar: dirección estratégica unificada, coordinación operativa efectiva, y 
especialización técnica integrada. Solo mediante esta arquitectura será posible superar la actual 
fragmentación institucional y garantizar una respuesta estatal coherente, eficaz y plenamente 
orientada a la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 

Para cerrar este punto, resulta relevante lo expresado por el Comité para la Eliminación de toda forma 
de discriminación contra la mujer  (CEDAW) en ocasión del seguimiento de las observaciones finales del 
décimo informe periódico de Uruguay.   



 

 

“(…)el Comité lamenta que el sistema para abordar la violencia contra mujeres, niños y 
adolescentes siga siendo altamente heterogéneo e institucionalmente fragmentado. El Comité 
observa con preocupación que los comités locales de acogida, refugios y mecanismos de 
reparación no incorporan sistemáticamente un enfoque que aborde la interrelación entre la 
violencia contra la mujer y la violencia contra niños y adolescentes, y que los servicios para niños 
y adolescentes requieren una revisión urgente para actualizar sus enfoques y protocolos 
metodológicos, ya que varios datan de la década de 1990. El Comité expresa su preocupación de 
que los servicios de atención y apoyo las 24 horas enfrentan problemas estructurales y no 
garantizan una respuesta integral destinada a reparar daños o proporcionar tratamientos 
especializados. El Comité lamenta además que ciertas medidas reportadas por el Estado parte 
aborden objetivos más amplios de protección social en lugar de constituir respuestas específicas 
a la violencia de género, como exige la recomendación. El Comité observa con gran preocupación 
que estas brechas persisten a pesar de que la violencia de género y el feminicidio siguen siendo 
un desafío crítico en Uruguay, lo que socava la capacidad del Estado parte para proporcionar 
protección y apoyo efectivos a las víctimas”4. 

Por último, las directrices de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos sobre el derecho a participar de los asuntos públicos establece que el Estado tiene la 
obligación de garantizar y proteger la inclusión de las organizaciones sociales en un entorno seguro, 
con un financiamiento adecuado, garantía de independencia y canales formales que traduzcan su voz 
en decisiones concretas5. 

Especialmente y como fue mencionado en el comienzo, la Observación General N° 2 del Comité de 
Derechos del Niño señala las limitaciones que niñas, niños y adolescentes tienen para acceder a las 
instituciones que pueden proteger sus derechos. Por tanto, no alcanza con que la sociedad civil 
participe en el debate público; es necesario construir canales para que las infancias puedan acceder de 
forma real y segura a los recursos y al amparo que estos organismos ofrecen. 

 

b)  El principio de prevención y la debida diligencia 

El proyecto de ley retoma las tensiones generadas por los cambios normativos introducidos por la ley 
Nº 20.141 de corresponsabilidad en la crianza, particularmente en contextos de violencia. Esta ley 
introdujo una lógica basada en la promoción del vínculo con ambos progenitores, la igualdad formal en 
el ejercicio de responsabilidades parentales, y la priorización del contacto como regla general.  

Sin embargo, este enfoque presentaba un problema estructural, la reforma del art. 35 del CNA no 
contemplaba adecuadamente la exclusión de la aplicación de este tipo de régimen en casos de violencia 
de género o de generaciones. Asimismo, se desatiende el principio pro persona, que impone a los 
Estados la aplicación de la norma que más favorezca a esta. Es decir que debe actuarse de manera de 
prevenir situaciones de violencia y optarse por la solución que mejor proteja los derechos de quienes 
aparecen como actual o potencialmente agredidos. Asimismo, la protección judicial obliga a tener en 

 
4 Véase: https://www.ohchr.org/es/documents/concluding-observations/cedawcuryco10-concluding-observations-
tenth-periodic-report  
5 Ver párrafos 19 y 56 del documento A/HRC/39/28 de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos https://docs.un.org/en/A/HRC/39/28  

https://www.ohchr.org/es/documents/concluding-observations/cedawcuryco10-concluding-observations-tenth-periodic-report
https://www.ohchr.org/es/documents/concluding-observations/cedawcuryco10-concluding-observations-tenth-periodic-report
https://docs.un.org/en/A/HRC/39/28


 

 

cuenta el criterio de prevención del riesgo, que impone un análisis de los hechos denunciados para la 
adopción de medidas de protección y que pueden implicar la suspensión de los regímenes de tenencia 
o visitas fijados siguiendo el principio del interés superior de los niños, niñas y adolescentes. 

Desde la perspectiva del derecho internacional, esta aproximación resulta insuficiente, ya que el 
principio rector no es la corresponsabilidad en sí misma, sino el interés superior del niño, evaluado 
en cada situación particular. 

En este sentido, se valora positivamente la propuesta de derogar los artículos 3º, 4º, 8º y 15 de la Ley 
Nº 20.141 y las modificaciones del art. 35 del CNA. 

Uno de los elementos más significativos del proyecto es la incorporación expresa de la prohibición 
de la revinculación forzada con progenitores que sean autores de violencia. Esta norma materializa el 
principio de prevención del daño, reconoce que el mantenimiento del vínculo no puede prevalecer 
sobre la seguridad, y se alinea con estándares internacionales que exigen evitar cualquier contacto que 
pueda implicar riesgo para la víctima. En este aspecto resulta relevante tener en cuenta el estándar 
internacional vinculado con la prohibición de utilizar mecanismos de mediación en casos de violencia, 
especialmente cuando pueden comprometer la seguridad de las víctimas. 

Un aspecto particularmente relevante es la eliminación del agravante introducido en el art. 179 del 
Código Penal. En la medida en que la normativa redunda en que las víctimas se sientan desestimuladas 
a realizar una denuncia. 

A pesar de estos avances, la INDDHH exhorta a revisar y modificar los siguientes aspectos del proyecto 
para asegurar su plena compatibilidad con la Convención sobre los Derechos del Niño y los estándares 
de prevención de la violencia Institucional de género: 

- Revisar y prevenir la inclusión de estereotipos de género y las preferencias automáticas (sobre 
el nuevo Art. 35 del CNA) El proyecto propone que, a falta de acuerdo, el Juez deba "preferir 
a la madre cuando el niño sea menor de dos años". La INDDHH recuerda que el Comité de los 
Derechos del Niño ha establecido que el único criterio debe ser el interés superior del niño en 
su caso particular, y que es contrario a este principio que la ley conceda ventajas automáticas 
por razones de género o edad. Además, la jurisprudencia interamericana ha sido clara en que 
los Estados deben modificar patrones socioculturales y eliminar los estereotipos de género. Fijar 
presunciones legales rígidas refuerza actitudes patriarcales sobre los roles de cuidado y afecta 
la objetividad de las decisiones judiciales, constituyendo una forma de discriminación. 
 

- Incorporar el buen relacionamiento como requisito para la Corresponsabilidad (Sobre el 
nuevo Art. 35 del CNA) El proyecto omite evaluar la calidad del vínculo entre los adultos al 
momento de fijar la tenencia. Se debe incorporar expresamente como parámetro a valorar "la 
posibilidad de diálogo y buen relacionamiento entre los progenitores". Forzar regímenes 
compartidos cuando no hay un relacionamiento fluido pone en riesgo el buen desarrollo de 
niñas, niños y adolescentes y puede generar una mayor y perjudicial judicialización de los 
conflictos familiares. 
 

- Incorporar explícitamente el enfoque de interseccionalidad. La violencia no afecta a todas las 
infancias de la misma manera. El proyecto debe exigir la transversalización de la 



 

 

interseccionalidad en todas sus políticas, reconociendo el riesgo agravado que sufren las 
mujeres y niñas con discapacidad (quienes sufren mayor riesgo de violencia estructural y 
explotación6) y los niñas, niños y adolescentes afrodescendientes (quienes enfrentan brechas 
históricas de exclusión y racismo institucional). Como se señaló, los Estados deben producir 
información de calidad que permita identificar vulnerabilidades.7 
 

- Fortalecer el rol de la defensa especializada de niñas, niños y adolescentes.  El art. 11 de la Ley 
N° 20.141 establece algunos aspectos en relación a las características de la defensa de niñas, 
niños y adolescentes. Es importante generar mecanismos que den cuenta de la formación y 
capacitación de quienes actúan como defensa y garantizar la asistencia de niñas, niños y 
adolescentes tanto en procesos de familia como en procesos penales en los que sean víctimas, 
evitando la duplicación de profesionales.  
Por otra parte, resultaría conveniente revisar la redacción dada, eliminando cualquier referencia 
que ponga en duda la opinión de niñas, niños y adolescentes, en especial expresiones como “la 
interpretación de la voluntad real del niño o adolescente”. En este sentido, debería garantizarse 
el derecho a la participación directa de los niñas, niños y adolescentes habilitando canales 
formales de incidencia en las decisiones que los afectan. En este sentido el artículo 12 de la 
Convención de los Derechos del Niño (derecho a ser escuchado) señala que la participación no 
debe ser meramente simbólica, sino sistemática y permanente. El Estado está obligado a 
desmantelar las barreras que impiden a los niñas, niños y adolescentes acceder a la información 
y participar en el diseño, monitoreo y evaluación de las políticas que los afectan. 
 

c) La inclusión de otras formas de violencia hacia mujeres, niñas, niños y adolescentes. 

Con el objetivo de contribuir al fortalecimiento del texto normativo, la INDDHH entiende necesario 
profundizar la incorporación de una mirada amplia e integral de las violencias que afectan a niñas, niños 
y adolescentes en el país. Las denuncias investigadas por la Defensoría del Pueblo, así como las acciones 
de monitoreo desarrolladas por el Mecanismo Nacional de Prevención, han permitido identificar que 
las situaciones de violencia no se limitan a manifestaciones directas o individuales, sino que, en 
múltiples casos, se configuran a partir de prácticas institucionales, omisiones en la protección, 

 

6 Por otra parte, se debe advertir sobre el impacto discriminatorio de medidas que, aunque parezcan neutrales en su diseño 

pueden tener efectos perjudiciales al no contemplar las asimetrías de poder y las desventajas estructurales de las víctimas. 
Al respecto, el Comité sobre las Personas con Discapacidad ha señalado que “una ley que se aplique con imparcialidad puede 
tener un efecto discriminatorio si no se toman en consideración las circunstancias particulares de las personas a las que se 
aplique. El derecho a no ser víctima de discriminación en el ejercicio de los derechos garantizados por la Convención se 
puede violar si los Estados, sin una justificación objetiva y razonable, no tratan de forma diferente a personas cuya situación 
sea considerablemente distinta.” https://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/CRPD/CRPD.C.7.D.3.2011_sp.doc  
7 En la Observación General N°11, el Comité estableció que “la obligación de no discriminación requiere que los Estados 
identifiquen activamente a los niños y grupos de niños en relación con los cuales puede ser necesario adoptar medidas 
especiales para el reconocimiento y la realización de sus derechos. Por ejemplo, el Comité subraya, en particular, la 
necesidad de desagregar los datos que se reúnan, a fin de poder identificar la discriminación o la posible discriminación. 
Asimismo, indicó que una de las medidas positivas que deberían adoptar los Estados partes consiste en reunir datos 
desglosados y elaborar indicadores con el fin de determinar en qué ámbitos sufren o podrían sufrir discriminación los niños 
indígenas” (CRC, 2009, OG N°11:24 y 26). 

https://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/CRPD/CRPD.C.7.D.3.2011_sp.doc


 

 

respuestas inadecuadas del sistema y condiciones estructurales que inciden negativamente en el 
ejercicio efectivo de derechos.  
A la luz de estas constataciones, y en consonancia con los estándares internacionales de derechos 
humanos, la INDDHH recomienda la incorporación expresa de la noción de violencia institucional en 
el proyecto de ley, que complementen las ya existentes en la ley N° 19.580. 
Los sistemas internacional y regional establecen claramente que el Estado es responsable por acciones 
de sus agentes y omisiones o falta de debida diligencia. Asimismo, reconoce que la violencia puede ser 
perpetrada o tolerada por el Estado, lo que integra la aquiescencia estatal y las omisiones estructurales. 
A su vez, la Convención sobre los Derechos del Niño establece la obligación del Estado de protección 
contra toda forma de violencia (art. 19). Específicamente, se propone considerar los estándares 
internacionales, que establecen la obligación de los Estados de actuar con debida diligencia para 
prevenir, investigar, sancionar y reparar las vulneraciones de derechos.  
Uruguay ha avanzado en esta materia a partir de la definición de violencia institucional adoptada por 
el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (Resolución Nº 0748/2019), que da marco operativo al 
Mecanismo de Recepción y Abordaje de situaciones de Violencia Institucional (MERAVI).  
 

- Sobre la inclusión de la violencia institucional: 

Se sugiere la inclusión de una definición que permita comprender la violencia institucional como toda 
acción u omisión de organismos del Estado, sus agentes o instituciones bajo su responsabilidad que, 
en el ejercicio de sus funciones o con ocasión de ellas, genere daño, revictimización o vulneración de 
derechos de niñas, niños y adolescentes, incluyendo prácticas estructurales, negligencias, omisiones 
de protección o respuestas inadecuadas del sistema. 
Asimismo, se recomienda establecer obligaciones reforzadas de prevención, investigación, sanción y 
reparación, así como mecanismos accesibles de denuncia, supervisión independiente y registro de 
situaciones, a efectos de garantizar la no repetición y el cumplimiento efectivo de los estándares 
internacionales en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes. 
La incorporación de esta categoría resulta fundamental para visibilizar una dimensión específica de las 
violencias que afecta a niñas, niños y adolescentes, así como para establecer obligaciones claras en 
materia de prevención, investigación, sanción y reparación, y fortalecer los mecanismos de supervisión 
y rendición de cuentas. 
El proyecto de ley establece que el SIPIAV recopilará y difundirá información sobre violencia (arts. 26-
29), en este marco sería importante que las estadísticas incluyeran específicamente los casos de 
violencia institucional, las registradas dentro de las instituciones, así como las situaciones de violencia 
institucional que se suscitan en las comunidades a partir de la acción de agentes del Estado. 
 

- Sobre la incorporación de definiciones en el marco de la Ley N° 19.580 

La incorporación de las definiciones de violencia vicaria y violencia digital se propone como reforma de 
la ley integral de violencia basada en género, por lo cual su alcance es mayor a la protección integral de 
niñas, niños y adolescentes. Se inserta en la protección hacia mujeres, niñas, niños y adolescentes.  



 

 

La regulación de la violencia digital está en discusión como lo demuestra la reciente aprobación de la 
ley modelo interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia digital contra las mujeres 
basada en género, promovida por el Mecanismo de seguimiento de la Convención Belem do Pará8.  
En el ordenamiento jurídico uruguayo presenta una evolución reciente que debe analizarse de forma 
integrada. La ley N° 19.580 incorporó, a través de los artículos 92 y 93, una tipificación penal específica 
vinculada a la difusión no consentida de contenido íntimo, el proyecto de ley de protección integral de 
niñas, niños y adolescentes introduce otra dimensión más preventiva.  
En relación a la violencia vicaria el marco normativo nacional vigente incluye elementos importantes 
en particular en el art. 123 del CNA y el art. 6, lit. N de la ley N° 19.580. El primero señala “se entiende 
por maltrato hacia niñas, niños y adolescentes su exposición a violencia basada en género contra sus 
madres u otras personas a cargo de su cuidado”. El art. 6 lit. N refiere a la Violencia femicida como “la 
acción de extrema violencia que atenta contra el derecho fundamental a la vida y causa la muerte de 
una mujer por el hecho de serlo, o la de sus hijas, hijos u otras personas a su cargo, con el propósito de 
causarle sufrimiento o daño”. 
En el mismo sentido, las Observaciones finales de CEDAW sobre el décimo informe periódico de 
Uruguay del 2023 señalaron la importancia de realizar un seguimiento para garantizar que las 
autoridades judiciales tengan en cuenta la violencia de género contra las mujeres en las relaciones 
familiares al decidir sobre la tenencia de los/as hijas/os o los derechos de visita, y proporcione 
capacitación obligatoria y continua a los fiscales, abogados y funcionarios gubernamentales a este 
respecto. 
 

4) Recomendaciones de la INDDHH 

 

En síntesis, en el marco de sus competencias legales (art. 4, lit. H de la Ley N° 18.446) la INDDHH emite 
las siguientes recomendaciones al Proyecto de ley de protección integral de niñas, niños y adolescentes 
frente a toda forma de violencia: 

 

- Interinstitucionalidad, especialización y gobernanza. 
 
La INDDHH advierte que el fortalecimiento de la interinstitucionalidad en Uruguay no requiere la 
creación de nuevos órganos, sino la reorganización funcional de los existentes bajo un modelo claro de 
gobernanza multinivel. Para lograrlo, recomienda que el modelo asegure la dirección estratégica y 
unificada, una coordinación operativa efectiva, especialización técnica integrada. 
Cualquiera sea el espacio institucional que se designe como encargado de la coordinación y evaluación 
de las políticas, debe prestarse especial atención a la definición y distribución clara de las competencias 
y garantizar que cuente con los recursos y facultades necesarias para hacer efectivos los derechos. 
Resulta imperativo construir canales para que las infancias puedan acceder de forma real y segura a los 
recursos y al amparo estatal.  

 
8 Véase: 
https://www.oas.org/es/mesecvi/docs/Ley%20Modelo%20Interamericana%20Violencia%20Digital%20contra%20
Mujeress.pdf  

https://www.oas.org/es/mesecvi/docs/Ley%20Modelo%20Interamericana%20Violencia%20Digital%20contra%20Mujeress.pdf
https://www.oas.org/es/mesecvi/docs/Ley%20Modelo%20Interamericana%20Violencia%20Digital%20contra%20Mujeress.pdf


 

 

Además, se deben generar las condiciones para una incidencia real de la sociedad civil  asegurándoles 
un entorno seguro, financiamiento adecuado, independencia y canales formales que traduzcan 
efectivamente su voz en decisiones concretas. 
 

- El principio de prevención y la debida diligencia  
 
Se valora positivamente la incorporación expresa de la prohibición de la revinculación forzada con 
progenitores que sean autores de violencia y la eliminación del agravante introducido en el art. 179 del 
Código Penal, así como las derogaciones propuestas. Adicionalmente, exhorta a revisar aspectos del 
proyecto de ley con las siguientes recomendaciones concretas: 

a) Prevenir estereotipos: se advierte que el único criterio debe ser el interés superior del niño en 
su caso particular, y es contrario a este principio que la ley conceda ventajas automáticas por 
razones de género o edad. 

b) Condicionar la corresponsabilidad: se recomienda incorporar expresamente como parámetro a 
valorar la posibilidad de diálogo y buen relacionamiento entre los progenitores. 

c) Aplicar la interseccionalidad: se recomienda la transversalización de la interseccionalidad en 
todas sus políticas, reconociendo el riesgo agravado que sufren las mujeres y niñas con 
discapacidad y los niñas, niños y adolescentes afrodescendientes. 

d) Fortalecer la defensa:  se recomienda garantizar la asistencia de niñas, niños y adolescentes 
tanto en procesos de familia como en procesos penales en los que sean víctimas, evitando la 
duplicación de profesionales. 

e) Asegurar la participación: se sugiere revisar la redacción dada, eliminando cualquier referencia 
que ponga en duda la opinión de niñas, niños y adolescentes, en especial expresiones como 'la 
interpretación de la voluntad real del niño o adolescente’, y destaca que debe garantizarse el 
derecho a la participación directa de los niñas, niños y adolescentes habilitando canales 
formales de incidencia en las decisiones que los afectan. 

 
- La inclusión de otras formas de violencia: 

 
En relación a la violencia Institucional se recomienda la incorporación expresa de la noción de violencia 
institucional en el proyecto de ley. Para ello, se sugiere la inclusión de una definición que permita 
comprender la violencia institucional como toda acción u omisión de organismos del Estado, sus 
agentes o instituciones que, en el ejercicio de sus funciones o con ocasión de ellas, genere daño, 
añadido y evitable, revictimización o vulneración de derechos. 
Asociado a lo anterior, se recomienda fortalecer la prevención, investigación, sanción y reparación, así 
como establecer mecanismos accesibles de denuncia, supervisión independiente y registro de 
situaciones. 
En relación a la violencia vicaria y la violencia digital se recomienda realizar un análisis integrado del 
marco normativo, reconociendo que mientras la ley N° 19.580 ya tipifica penalmente ciertas conductas, 
el proyecto de ley en estudio introduce otra dimensión más preventiva. Se recomienda generar 
información para garantizar que las autoridades judiciales tengan en cuenta la violencia de género 
contra las mujeres en las relaciones familiares al decidir sobre la tenencia de los/as hijas/os o los 
derechos de visita, en consonancia con las observaciones finales del Comité de la CEDAW (2023).  



 

 

Por último, para garantizar la correcta aplicación de estas perspectivas, se recomienda que se 
proporcione capacitación obligatoria y continua a los fiscales, abogadas/os y funcionariado 
gubernamental a este respecto. 
 
 


